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I.    Disposiciones generales

JEFATURA DEL ESTADO
 21688  LEY 2/2004, de 27 de diciembre, de Presupues-

tos Generales del Estado para el año 2005.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo 

vengo en sancionar la siguiente ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

Los Presupuestos Generales del Estado fundamentan 
su marco normativo básico en nuestra Carta Magna, la 
Constitución Española de 27 de diciembre de 1978, así 
como en la Ley General Presupuestaria y en la Ley Gene-
ral de Estabilidad Presupuestaria.

El Tribunal Constitucional, ha ido precisando el conte-
nido posible de la ley anual de Presupuestos Generales 
del Estado y ha venido a manifestar que existe un conte-
nido necesario que está constituido por la determinación 
de la previsión de ingresos y la autorización de gastos que 
pueden realizar el Estado y entes a él vinculados o de él 
dependientes en el ejercicio de que se trate. Junto a este 
contenido necesario, cabe la posibilidad de que se añada 
un contenido eventual, aunque estrictamente limitado a 
las materias o cuestiones que guarden directa relación 
con las previsiones de ingresos, las habilitaciones de 
gasto o los criterios de política económica general, que 
sean complemento necesario para la más fácil interpreta-
ción y más eficaz ejecución de los Presupuestos Genera-
les del Estado y de la política económica del Gobierno.

Por otra parte, el Tribunal Constitucional señala que el 
criterio de temporalidad no resulta determinante de la 
constitucionalidad o no de una norma desde la perspec-
tiva de su inclusión en una Ley de Presupuestos. Por ello 
si bien la Ley de Presupuestos puede calificarse como una 
norma esencialmente temporal, nada impide que ocasio-
nalmente puedan formar parte de la Ley preceptos de 
carácter plurianual o indefinido.

De otro lado, en materia tributaria el apartado 7 del 
artículo 134 de la Constitución dispone que la Ley de Pre-
supuestos no puede crear tributos aunque sí modificarlos 
cuando una Ley tributaria sustantiva así lo prevea.

Las materias que queden al margen de estas previsio-
nes son materias ajenas a la Ley de Presupuestos Genera-
les del Estado. De esta forma, el contenido de la Ley está 
constitucionalmente acotado –a diferencia de lo que 
sucede con las demás Leyes, cuyo contenido resulta, en 
principio, ilimitado– dentro del ámbito competencial del 
Estado y con las exclusiones propias de la materia reser-
vada a Ley Orgánica.

Consecuentemente, la Ley de Presupuestos Generales 
del Estado para 2005 regula únicamente, junto a su conte-
nido necesario aquellas disposiciones que respetan la 
doctrina del Tribunal Constitucional sobre el contenido 
eventual.

La delimitación constitucional del contenido de la Ley 
de Presupuestos Generales del Estado, unida a la necesi-
dad o conveniencia de introducir modificaciones en el 
ordenamiento jurídico que no eran materia de la Ley de 
Presupuestos Generales del Estado, dio lugar a partir del 
año 1993, a la tramitación simultánea a la Ley de Presu-
puestos Generales del Estado, de una Ley ordinaria deno-
minada Ley de Medidas Fiscales, Administrativas y del 
Orden Social.

Sin embargo, con el transcurso de los años, las Leyes 
de Medidas han ido alcanzado una gran extensión y junto 
a ella una notable heterogeneidad. Así, las mismas han 
incluido materias tan dispares como las tributarias, las 
ligadas directamente a la gestión de los ingresos o los 
gastos, la contratación pública, la organización adminis-
trativa, la regulación de los mercados o incluso las hipo-
tecarias, por solo citar algunos ejemplos.

La promulgación de una ley de estas características 
dificulta, sin duda, su conocimiento real por los ciudada-
nos, lo cual no contribuye a fortalecer el principio de 
seguridad jurídica. 

Junto a ello debe valorarse igualmente que su técnica 
de elaboración –compasada a la Ley de Presupuestos 
aunque separada de ella– su volumen, brevedad en los 
plazos y acumulación al trabajo de elaborar la propia Ley 
de Presupuestos ha conducido a que el protagonismo de 
las Cortes, como representantes de la soberanía popular, 
no haya alcanzado el nivel deseado. 

El Consejo de Estado se ha manifestado con contun-
dencia en su crítica a la Ley de Medidas desde el punto de 
vista de la técnica legislativa y así podemos citar su 
Memoria de 1999 donde señalaba lo siguiente:

«El Consejo de Estado percibe las graves distorsiones 
que, con creciente intensidad, se siguen de la periódica 
incorporación al ordenamiento jurídico –incorporación, a 
veces, asistemática y por aluvión– de innovaciones nor-
mativas heterogéneas y dispares en cuanto a su relevan-
cia e, incluso, en cuanto al fundamento –correcto o no– de 
su inserción en tan singulares instrumentos legales, como 
son las llamadas leyes de “acompañamiento” a las de 
Presupuestos Generales del Estado o leyes de medidas 
usualmente identificadas como “fiscales, administrativas 
y del orden social”.

(...) Por lo demás, el empleo de esta técnica legislativa no 
hace sino aumentar la dispersión normativa existente; dis-
persión que dificulta el conocimiento de la aplicación de 
unas normas jurídicas que tienen como destinatarios princi-
pales, no sólo a autoridades, funcionarios y profesionales 
del Derecho, sino también a los particulares. Como ya ha 
reiterado este Consejo en otros dictámenes, “razones de 
seguridad jurídica y de buena técnica legislativa aconsejan 
que todas las normas, y muy en especial aquellas que tienen 
rango de Ley, nazcan en el seno propio de la materia que es 
objeto de regulación, y vivan dentro de ella hasta que sean 
sustituidas por otras. Resulta perturbador para los destinata-
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rios del derecho objetivo –nunca excusados del cumpli-
miento de las Leyes– que la producción normativa quede 
reducida a una tarea formal, a la mera utilización de un pro-
cedimiento en el que no se tenga en cuenta la necesaria 
homogeneidad de unos preceptos con otros, dentro del 
Ordenamiento”.»

Por todo ello, el Gobierno ha optado este año por remitir 
a las Cortes únicamente la Ley de Presupuestos, reservando 
a otros proyectos legislativos, con coherencia sistemática 
interna y tramitados por los procedimientos legislativos 
habituales, las reformas que sean precisas. Se pretende con 
ello mejorar la calidad de nuestra legislación, facilitando así 
su conocimiento por los ciudadanos y potenciando el princi-
pio de seguridad jurídica. Con esta decisión se refuerza el 
control democrático que el parlamento debe de ejercer 
sobre la iniciativa legislativa del Gobierno.

El cumplimiento de los criterios de la jurisprudencia 
constitucional sobre el contenido necesario de la Ley de 
Presupuestos se hace compatible con una nueva orienta-
ción de la política económica encaminada a impulsar un 
nuevo modelo de crecimiento, dentro del marco de esta-
bilidad presupuestaria establecido por la Ley 18/2001, de 
12 de diciembre, General de Estabilidad Presupuestaria. 
Las medidas que se incluyen en esta Ley tienen por obje-
tivo, en primer lugar, contribuir al aumento de la produc-
tividad de la economía española y, por otra parte, reforzar 
el gasto social en determinadas áreas en las que las nece-
sidades son particularmente urgentes.

La Ley de Presupuestos para 2005 contiene el punto de 
partida de la reorientación del gasto hacia programas para 
el impulso de la productividad, que se manifiesta a través de 
tres tipos de medidas: la inversión pública en infraestructuras, 
el esfuerzo en investigación, desarrollo e innovación tecno-
lógica y la ampliación de las becas educativas en todos los 
niveles. En definitiva se trata de incrementar el capital 
público y humano, contribuyendo a aumentar el potencial 
de crecimiento de la economía española.

La presente Ley refleja también el carácter social que 
el gobierno quiere dar a su política económica, a través 
del desarrollo de medidas que permitan la mejora del 
bienestar y de la cohesión social, asegurando que los 
beneficios del crecimiento llegan a todos los ciudadanos. 
En este sentido, el incremento previsto del fondo de 
reserva financiado con el superávit de la Seguridad Social 
es una garantía de sostenibilidad del sistema público de 
pensiones, en la línea marcada por el llamado Pacto de 
Toledo. Por otra parte, se consolida el proceso de separa-
ción de fuentes de financiación del sistema de Seguridad 
Social con un importante incremento de la aportación 
estatal a los complementos para las pensiones mínimas. 
Finalmente, una de las medidas sociales más destacadas 
es el considerable aumento que registra la política de 
vivienda, cuyo fin es garantizar el derecho de todos los 
ciudadanos a acceder a una vivienda digna.

Por el lado de los ingresos, la principal medida que se 
adopta es la actualización de las tarifas del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas para evitar el incre-
mento de la presión fiscal que ha venido suponiendo la 
práctica de mantener constante la tarifa a pesar de la ele-
vación de las rentas nominales por efecto de la inflación. 

La Ley acomoda este conjunto de medidas dentro de 
un compromiso con la estabilidad cuyos efectos positivos 
sobre las expectativas redunda a favor del crecimiento 
económico y la creación de empleo. El objetivo de estabi-
lidad presupuestaria para el período 2005-2007 fue fijado 
en el Acuerdo de Consejo de Ministros de 4 de junio
de 2004 y se aprobó por los Plenos del Congreso y del 
Senado en las sesiones de 17 y 22 de junio respectiva-
mente. Este Acuerdo proyecta una senda de superávit 
para el conjunto de las Administraciones Públicas pasando 
del 0,1 por 100 del PIB en 2005 al 0,4 por 100 en 2007. Ade-
más, se fijó el límite de gasto no financiero del presu-

puesto del Estado en 124.525,6 millones de euros, 6,2
por 100 más que el año anterior, manteniendo así el peso 
relativo del Estado en la economía.

II

El contenido esencial de la Ley de Presupuestos se 
recoge en el Título I «De la aprobación de los Presupues-
tos y sus modificaciones», por cuanto que en su Capítulo I, 
bajo la rúbrica «Créditos iniciales y financiación de los 
mismos» se aprueban la totalidad de los estados de ingre-
sos y gastos del sector público estatal y se consigna el 
importe de los beneficios fiscales que afectan a los tribu-
tos del Estado. 

En este Capítulo I al definir el ámbito de los Presu-
puestos Generales del Estado se tiene en cuenta la clasifi-
cación que de los Organismos Públicos se realiza en la 
Ley 6/1997, de Organización y Funcionamiento de la Admi-
nistración General del Estado, así como en la Ley 47/2003, 
de 26 de noviembre, General Presupuestaria, clasificación 
que se hace presente a lo largo del contenido de la Ley. La 
distribución de los fondos atiende, en cambio, a la finali-
dad perseguida con la realización del gasto, distribuyén-
dose por funciones.

El ámbito de los Presupuestos Generales del Estado 
se completa con el presupuesto de gastos de funciona-
miento e inversiones del Banco de España, que, de 
acuerdo con su legislación específica (artículo 4.2 de la 
Ley 13/1994, de 1 de junio, de Autonomía del Banco de 
España), no se consolida dentro de los Presupuestos del 
sector público estatal.

El Capítulo II contiene las normas sobre la modifica-
ción y ejecución de créditos presupuestarios, las limita-
ciones presupuestarias y los créditos vinculantes que han 
de operar durante el ejercicio 2005.

El Capítulo III, de la Seguridad Social, regula la financia-
ción de la asistencia sanitaria, a través del Presupuesto del 
Instituto Nacional de Gestión Sanitaria y de las aportaciones 
del Estado, al Instituto de Migraciones y Servicios Sociales y 
al Instituto Social de la Marina, así como aquellas que se 
destinen a la Seguridad Social, para atender la financiación 
de los complementos para mínimos de pensiones.

III

El Título II de la Ley de Presupuestos relativo a la «Ges-
tión Presupuestaria» se estructura en tres capítulos.

El Capítulo I regula la gestión de los Presupuestos 
docentes. En él se fija el módulo económico de distribu-
ción de los fondos públicos para el sostenimiento de Cen-
tros concertados y el importe de la autorización de los 
costes de personal de la Universidad Nacional de Educa-
ción a Distancia (UNED).

En el Capítulo II relativo a la «gestión presupuestaria de 
la Sanidad y de los Servicios Sociales», se recogen compe-
tencias específicas en materia de modificaciones presu-
puestarias en el ámbito del Instituto Nacional de Gestión 
Sanitaria y del Instituto de Mayores y Servicios Sociales.

Asimismo, se regula la aplicación de remanentes de 
tesorería en el Presupuesto del Instituto de Mayores y 
Servicios Sociales.

El Capítulo III recoge otras normas de gestión presu-
puestaria y en él se establece el porcentaje de participa-
ción de la Agencia Estatal de Administración Tributaria en 
la recaudación bruta obtenida por su actividad propia, 
fijándose dicho porcentaje para 2005 en un 5 por 100, con 
un máximo de 90 millones de euros.

IV

El Título III de la Ley de Presupuestos Generales del 
Estado bajo la rúbrica «De los gastos de personal», se 
estructura en tres capítulos.
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La repercusión que la estabilidad y el crecimiento sos-
tenido de nuestra economía tienen sobre el personal al 
servicio del sector público se refleja en el Capítulo I, rela-
tivo al «incremento de los gastos del personal al servicio 
del sector público», que tras definir lo que constituye 
«sector público» a estos efectos, establece un incremento 
de las retribuciones del personal al servicio del sector 
público, cifrado en un 2 por 100.

Se ha introducido como novedad reseñable la fijación 
del incremento al 60 por 100 del importe del comple-
mento de destino correspondiente a una mensualidad en 
las pagas extraordinarias.

Se incorporan en el articulado las modificaciones 
legislativas necesarias para instrumentar y desarrollar los 
planes de pensiones de empleo y seguros colectivos con 
el objeto de dar cumplimiento al Acuerdo Administración-
Sindicatos.

Asimismo se incluye en este Capítulo la regulación de 
la Oferta de Empleo Público. La presente Ley de Presu-
puestos Generales del Estado, al igual que la anterior, 
establece su regulación en un único artículo, manteniendo 
las restricciones a la incorporación de personal de nuevo 
ingreso que no podrá superar el 100 por 100 de la tasa de 
reposición de efectivos, criterio que no será de aplicación 
en determinados supuestos, entre los que podemos citar 
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, Policía 
Local y Personal de la Administración de Justicia, así 
como en el ámbito de las Comunidades Autónomas (las 
que puedan afectar a la Policía Autónoma y Funcionarios 
Docentes).

Se mantienen las restricciones a la contratación de 
personal laboral temporal y al nombramiento de funcio-
narios interinos, atribuyendo a las mismas un carácter 
rigurosamente excepcional y vinculándolo a necesidades 
urgentes e inaplazables. Asimismo, se mantiene el auto-
matismo en la extinción de contratos para cubrir necesi-
dades estacionales, con ocasión del vencimiento de su 
plazo temporal.

En el Capítulo II, bajo la rúbrica «de los regímenes 
retributivos», se incluyen, junto a las retribuciones de los 
altos cargos del Gobierno de la Nación y de la Administra-
ción General del Estado, las correspondientes a los altos 
cargos del Consejo de Estado, Consejo Económico y 
Social, Tribunal de Cuentas, Tribunal Constitucional, 
Defensor del Pueblo y Consejo General del Poder Judicial. 
La necesidad de inclusión de estas previsiones en la Ley 
de Presupuestos Generales del Estado deriva de que la 
aprobación de los Presupuestos de estos Órganos y, por 
ende, de las referidas retribuciones, ha de hacerse por las 
Cortes Generales. Los principios de unidad y universali-
dad del presupuesto exigen que esa aprobación se realice 
en un documento único, comprensivo de todos los gastos 
del Estado, que es la Ley de Presupuestos Generales del 
Estado.

El Capítulo se completa con las normas relativas a las 
retribuciones de los funcionarios del Estado, personal de 
las Fuerzas Armadas, Guardia Civil, Cuerpo Nacional de 
Policía, y de la Seguridad Social y las relativas al incre-
mento retributivo que experimentará el personal del sec-
tor público estatal sujeto a régimen administrativo y esta-
tutario y el personal laboral del sector público estatal.

Junto a las reguladoras del personal al servicio de la 
Administración de Justicia, mención específica merecen 
las normas de regulación de las retribuciones de los 
miembros de la carrera judicial y fiscal de conformidad 
con lo que resulta de la Ley 15/2003, de 26 de mayo.

El Capítulo III de este Título, contiene una norma de 
cierre, aplicable al personal cuyo sistema retributivo no 
tenga adecuado encaje en las normas contenidas en el 
Capítulo II. Junto a ella, recoge, como en Leyes de Presu-
puestos anteriores, otras disposiciones en materia de 
régimen del personal activo relativas, entre otros aspec-
tos, a la prohibición de ingresos atípicos y al incremento 

de las cuantías a percibir por los conceptos de recompen-
sas, cruces, medallas y pensiones de mutilación.

Se mantiene la sujeción específica al procedimiento 
establecido en la propia Ley, que exige la emisión de 
informe favorable conjunto de los Ministerios de Hacienda 
y de Administraciones Públicas, para la determinación o 
modificación de las condiciones retributivas del personal 
laboral y no funcionario. Igualmente se regula la contrata-
ción de personal laboral con cargo a los créditos de inver-
siones, sólo con carácter temporal y para obras o servi-
cios determinados.

V

Este Título no introduce novedades sustanciales, salvo 
un incremento por encima del general para las pensiones 
mínimas. El compromiso del Gobierno de mejorar la 
cuantía de las pensiones mínimas por encima de la reva-
lorización general de las mismas se plasma en el cuadro 
de mínimos que, tanto para las de Seguridad Social como 
para las de Clases Pasivas del Estado, se fijan por encima 
de la revalorización derivada de la mera consideración de 
la evolución del índice de precios de consumo que ope-
rará con carácter general, situándose el incremento entre 
el 5 por 100 y el 6,5 por 100 según los casos.

Reproduciendo la estructura mantenida en ejercicios 
anteriores, el Título IV de la Ley de Presupuestos Genera-
les del Estado, bajo la rúbrica «De las pensiones públi-
cas», se divide en cinco Capítulos. El Capítulo I está dedi-
cado a regular la determinación inicial de las pensiones 
del Régimen de Clases Pasivas del Estado, especiales de 
guerra y no contributivas de la Seguridad Social. La modi-
ficación introducida respecto de ejercicios anteriores, es 
la derivada de la actualización de las cuantías reflejadas 
en él.

El Capítulo II contiene las limitaciones al señalamiento 
inicial de las pensiones públicas, instrumentando un sis-
tema de limitación máxima o «tope» a las mismas. Esta 
limitación es ya tradicional en nuestro sistema de pensio-
nes, alterándose, exclusivamente, el importe del «tope».

En el Capítulo III de este Título IV, el relativo a la reva-
lorización y modificación de los valores de las pensiones 
públicas, se establece un incremento de las mismas para 
el año 2005 de un 2 por 100, lo que garantiza el poder 
adquisitivo de los pensionistas, asegurando de esta 
manera los niveles de cobertura y protección del gasto 
social. Esta regulación se completa con el establecimiento 
de limitaciones a la revalorización de pensiones, cohe-
rente con el sistema de limitación de la cuantía máxima 
de las mismas, así como la determinación de las pensio-
nes no revalorizables en 2005.

El Capítulo IV recoge el sistema de complementos 
para mínimos, que se regula en dos artículos, relativos, 
respectivamente, a pensiones de Clases Pasivas y pensio-
nes del sistema de la Seguridad Social.

El Capítulo V, como en años anteriores, recoge en un 
único artículo la fijación de la cuantía de las pensiones no 
concurrentes del extinguido Seguro Obligatorio de Vejez e 
Invalidez.

VI

El Título V, «De las Operaciones Financieras», se estructura 
en tres Capítulos, relativos, respectivamente, a la Deuda 
Pública, a los avales públicos y otras garantías 
y a las relaciones del Estado con el Instituto de Crédito Oficial.

El objeto fundamental de este Título es autorizar la 
cuantía hasta la cual el Estado y los Organismos Públicos 
pueden realizar operaciones de endeudamiento, materia 
que se regula en el Capítulo I, bajo la rúbrica «Deuda 
Pública». Estas autorizaciones genéricas se completan 
con la determinación de la información que han de sumi-
nistrar los Organismos Públicos y el propio Gobierno 
sobre la evolución de la Deuda Pública y de las cuentas 
abiertas por el Tesoro en el Banco de España y otras enti-
dades financieras.
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En materia de Deuda del Estado, la autorización al 
Gobierno viene referida a la cuantía del incremento del 
saldo vivo de la Deuda del Estado a 31 de diciembre. Así, 
para el ejercicio del año 2005 se autoriza al Gobierno para 
que incremente la misma, con la limitación de que el 
saldo vivo de dicha Deuda a 31 de diciembre del año 2005 
no supere el correspondiente a 1 de enero de 2005 en más 
de 14.011.048,29 miles de euros, permitiéndose que dicho 
límite sea sobrepasado durante el curso del ejercicio pre-
via autorización del Ministerio de Economía y Hacienda y 
estableciendo los supuestos en que quedará automática-
mente revisado.

Respecto de la Deuda de los Organismos Públicos, se 
determina el importe autorizado a cada uno de ellos para 
el ejercicio en el Anexo III de la Ley.

En el Capítulo II, relativo a los avales públicos y otras 
garantías se fija el límite total de los avales a prestar por el 
Estado y los Organismos Públicos. Dentro de los avales del 
Estado merece especial mención la autorización de avales 
para garantizar valores de renta fija emitidos por Fondos de 
Titulización de Activos, orientados a mejorar la financiación 
de la actividad productiva empresarial, para lo cual se esta-
blece una cuantía de 600 millones de euros.

En relación con los avales a prestar por los Organis-
mos públicos sólo se autoriza a la Sociedad Estatal de 
Participaciones Industriales a prestar los citados avales, 
dado el criterio restrictivo que sobre este punto establece 
la normativa comunitaria. Esta autorización va acompa-
ñada de la determinación de la información a suministrar 
por el Gobierno a las Cortes Generales sobre la evolución 
de los avales otorgados.

Las relaciones del Estado con el Instituto de Crédito 
Oficial están recogidas en el Capítulo III, y se centran en 
regular los reembolsos del Estado a ese Instituto, la infor-
mación a suministrar a las Cortes Generales y la dotación 
del Fondo de Ayuda al Desarrollo, dotación que en 2005 
se incrementará en 520 millones de euros.

Con independencia de la dotación anual al Fondo de 
Ayuda al Desarrollo, se fija, dentro del mismo artículo, el 
volumen de las operaciones que el Consejo de Ministros 
puede autorizar durante el ejercicio con cargo a dicho 
Fondo, que asciende, en el presente ejercicio a 672 millo-
nes de euros.

Finalmente, dentro de este Capítulo se incluye la 
dotación al fondo de microcréditos para proyectos de 
desarrollo social básico en el exterior, que asciende, en 
el año 2005, a 100.000 miles de euros.

VII

El Título VI incluye, únicamente, las disposiciones de 
vigencia anual a las que se remiten las Leyes sustantivas 
de los diferentes tributos.

Por lo que se refiere al Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas, la principal medida que se adopta es la 
actualización de las tarifas para evitar el incremento de la 
presión fiscal que ha venido suponiendo la práctica de 
mantener constante la tarifa a pesar de la elevación de las 
rentas nominales por efecto de la inflación. Además, a 
efectos del cálculo de las ganancias patrimoniales, deriva-
das de bienes inmuebles, se incluye la actualización de 
los coeficientes correctores del valor de adquisición al 2 
por 100.

También se establecen las disposiciones que permiten 
compensar la pérdida de beneficios fiscales que afectan a 
determinados contribuyentes con la vigente Ley del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, como son 
los arrendatarios y adquirentes de vivienda habitual res-
pecto a los establecidos en la Ley 18/1991, de 6 de junio, del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

En el ámbito del Impuesto de Sociedades, las medidas 
incluidas son, al igual que en el Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas, aquellas de vigencia anual a las 

que se refiere la Ley del Impuesto sobre Sociedades. Se 
incluye, por tanto, la actualización de los coeficientes apli-
cables a los activos inmobiliarios, que permite corregir la 
depreciación monetaria en los supuestos de transmisión. 
Además, se recoge la forma de determinar los pagos frac-
cionados del Impuesto durante el ejercicio 2005.

En el ámbito de los Impuestos Especiales se actuali-
zan al 2 por 100 los tipos impositivos específicos de los 
Impuestos sobre el Alcohol y las Bebidas Alcohólicas y 
del Impuesto sobre las Labores del Tabaco.

En materia de tributos locales se actualizan los valores 
catastrales de los bienes inmuebles en un 2 por 100.

En el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y 
Actos Jurídicos Documentados se procede a actualizar la 
tarifa que grava la transmisión y rehabilitación de Gran-
dezas y Títulos Nobiliarios al 2 por 100.

Por lo que se refiere a las tasas, se actualizan al 2 por 100 
los tipos de cuantía fija de las tasas de la Hacienda estatal, 
excepto las tasas que se hayan creado o actualizado especí-
ficamente por normas dictadas en el año 2004. La tasa por 
reserva del dominio público radioeléctrico se actualiza de 
acuerdo con lo dispuesto en la Ley de Presupuestos Genera-
les del Estado para el año 2002. 

Se mantienen, en cambio, para el ejercicio 2005, los 
tipos y cuantías fijas establecidas para las tasas que gra-
van los juegos de suerte, envite o azar, en los importes 
exigibles durante 2004.

También se establecen las actividades y programas 
prioritarios de mecenazgo y otros incentivos de interés 
general a los que resultarán aplicables las deducciones y 
demás beneficios establecidos en la normativa vigente a 
la entrada en vigor de la Ley de Presupuestos Generales 
del Estado.

Por último, se incluye el sistema de pagos a cuenta 
para el año 2005 correspondiente al sistema de asigna-
ción tributaria a la Iglesia Católica. También se fija actuali-
zado el límite inferior para financiar actividades de interés 
social. Asimismo, se incorpora una disposición estable-
ciendo el interés legal del dinero y el interés de demora 
tributario para el próximo ejercicio.

VIII

El Título VII se estructura en dos capítulos, dedicados, 
respectivamente, a entidades locales y comunidades 
autónomas.

Dentro del capítulo I se contienen normas relativas a 
la financiación de las corporaciones locales, englobando 
en el mismo a los municipios, provincias, cabildos y con-
sejos insulares, así como comunidades autónomas uni-
provinciales.

El núcleo fundamental está constituido por la articula-
ción de la participación de las corporaciones locales en 
los tributos del Estado, tanto en la determinación de su 
cuantía, como en la forma de hacerla efectiva. Cabe des-
tacar como instrumento la participación, mediante cesión, 
en la recaudación de determinados impuestos como el 
IRPF, IVA y los impuestos especiales sobre fabricación de 
alcoholes, sobre hidrocarburos y sobre las labores del 
tabaco; la participación a través del Fondo Complementa-
rio de Financiación con atención específica a la compen-
sación a los municipios por pérdidas de recaudación en el 
Impuesto sobre Actividades Económicas, así como a la 
participación en el Fondo de Aportación a la Asistencia 
Sanitaria para el mantenimiento de los centros sanitarios 
de carácter no psiquiátrico de las diputaciones, comuni-
dades autónomas insulares no provinciales, y consejos y 
cabildos insulares.

Finalmente se recoge la regulación de los regímenes 
especiales de participación de Ceuta y Melilla, de las enti-
dades locales de las Islas Canarias, así como al relativo a 
las entidades locales de los Territorios Históricos del País 
Vasco y Navarra.

jmontoro
En el ámbito de los Impuestos Especiales se actualizan

jmontoro
al 2 por 100 los tipos impositivos específicos de los
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del Impuesto sobre las Labores del Tabaco.
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sexta del Real Decreto-Ley 12/1995, de 28 de diciembre, 
podrá durante el año 2005 y con justificación de nuevas 
necesidades, dotar al Fondo hasta un límite de 150,25 
millones de euros.

Artículo 54. Información a las Cortes Generales en mate-
ria del Instituto de Crédito Oficial.

El Gobierno remitirá trimestralmente a las Comisio-
nes de Presupuestos del Congreso de los Diputados y del 
Senado información detallada de todas las compensacio-
nes del Estado, en virtud de lo establecido en el artículo 53 
de esta Ley. Asimismo, la información incluirá las cantida-
des reembolsadas al Instituto por el Estado a que se 
refiere el último párrafo del número 6 del artículo 118 de 
la Ley 66/1997, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, 
Administrativas y del Orden Social.

Artículo 55. Fondo de Ayuda al Desarrollo.

La dotación al Fondo de Ayuda al Desarrollo se incre-
mentará en el año 2005 en 520 millones de euros, que se 
destinarán a los fines previstos en el apartado 2 de la dis-
posición adicional vigésima segunda de la Ley 62/2003, 
de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas 
y del Orden Social.

El Consejo de Ministros podrá aprobar operaciones 
con cargo al Fondo de Ayuda al Desarrollo por un importe 
de hasta 672 millones de euros a lo largo del año 2005, sin 
que, en ningún caso, las dotaciones que se utilicen para 
financiar las operaciones realizadas con cargo al Fondo 
de Ayuda al Desarrollo puedan rebasar el importe total 
indicado en el párrafo anterior y sin perjuicio de la utiliza-
ción de cuantías provenientes de años anteriores. Quedan 
expresamente excluidas de esta limitación las operacio-
nes de refinanciación de créditos concedidos con anterio-
ridad con cargo al Fondo de Ayuda al Desarrollo que se 
lleven a cabo en cumplimiento de los oportunos acuerdos 
bilaterales o multilaterales acordados en el seno del Club 
de París, de renegociación de la deuda exterior de los paí-
ses prestatarios.

En el año 2005, el Consejo de Ministros destinará al 
menos 125 millones de euros de la dotación del Fondo de 
Ayuda al Desarrollo a proyectos de desarrollo humano 
sostenible en la forma de créditos, líneas de financiación 
y donaciones, tanto de forma bilateral como canalizados 
a través de instituciones financieras de desarrollo. Los 
proyectos financiados podrán ser adjudicados a empre-
sas de cualquier país, incluyendo empresas locales y de 
otros países en desarrollo.

El Gobierno informará semestralmente al Congreso y 
al Senado del importe, país de destino y condiciones de 
las operaciones autorizadas por el Consejo de Ministros 
con cargo a dicho Fondo.

Artículo 56. Fondo para la concesión de microcréditos 
para proyectos de desarrollo social básico en el exte-
rior.

La dotación al Fondo para la concesión de microcrédi-
tos a que se refiere el artículo 105 de la Ley 50/1998, de 30 
de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del 
Orden Social, ascenderá, en el año 2005 a 100.000 miles 
de euros y se destinará a los fines previstos en el apartado 
Tres de ese artículo, así como a los gastos de asistencia 
técnica de los distintos proyectos.

El Consejo de Ministros podrá autorizar operaciones 
con cargo al Fondo por un importe de hasta 100.000 miles 
de euros a lo largo del año 2005.

El Gobierno informará semestralmente al Congreso y 
al Senado del importe, país de destino y condiciones de las 
operaciones autorizadas por el Consejo de Ministros con 
cargo a este Fondo.

TÍTULO VI

Normas Tributarias

CAPÍTULO I

Impuestos Directos

SECCIÓN 1.ª IMPUESTO SOBRE LA RENTA DE LAS PERSONAS FÍSICAS

Artículo 57. Coeficientes de actualización del valor de 
adquisición.

Uno. A efectos de lo previsto en el apartado 2 del 
artículo 33 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 3/2004, de 5 de marzo, para las transmisiones 
de bienes inmuebles no afectos a actividades económicas 
que se efectúen durante el año 2005, los coeficientes de 
actualización del valor de adquisición serán los siguientes: 

Año de adquisición Coefi ciente

1994 y anteriores 1,1690
1995 1,2350
1996 1,1928
1997 1,1690
1998 1,1463
1999 1,1257
2000 1,1040
2001 1,0824
2002 1,0612
2003 1,0404
2004 1,0200
2005 1,0000

 No obstante, cuando las inversiones se hubieran efec-
tuado el 31 de diciembre de 1994, será de aplicación el 
coeficiente 1,2350.

La aplicación de un coeficiente distinto de la unidad 
exigirá que la inversión hubiese sido realizada con más de 
un año de antelación a la fecha de la transmisión del bien 
inmueble.

Dos. A efectos de la actualización del valor de adqui-
sición prevista en el apartado anterior, los coeficientes 
aplicables a los bienes inmuebles afectos a actividades 
económicas serán los previstos para el Impuesto sobre 
Sociedades en el artículo 60 de esta Ley.

Tres. Tratándose de elementos patrimoniales actuali-
zados de acuerdo con lo previsto en el artículo 5 del Real 
Decreto-Ley 7/1996, de 7 de junio, sobre medidas urgen-
tes de carácter fiscal y de fomento y liberalización de la 
actividad económica, se aplicarán las siguientes reglas:

1.ª Los coeficientes de actualización a que se refiere 
el apartado anterior se aplicarán sobre el precio de adqui-
sición y sobre las amortizaciones contabilizadas corres-
pondientes al mismo, sin tomar en consideración el 
importe del incremento neto del valor resultante de las 
operaciones de actualización.

2.ª La diferencia entre las cantidades determinadas 
por la aplicación de lo establecido en el número anterior 
se minorará en el importe del valor anterior del elemento 
patrimonial. 

Para determinar el valor anterior del elemento patri-
monial actualizado se tomarán los valores que hayan sido 
considerados a los efectos de aplicar los coeficientes de 
actualización.

3.ª El importe que resulte de las operaciones descri-
tas en el número anterior se minorará en el incremento 
neto de valor derivado de las operaciones de actualiza-
ción previstas en el Real Decreto-Ley 7/1996, siendo la 
diferencia positiva así determinada el importe de la 
depreciación monetaria.
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4.ª La ganancia o pérdida patrimonial será el resul-
tado de minorar la diferencia entre el valor de transmisión 
y el valor contable en el importe de la depreciación mone-
taria a que se refiere el número anterior.

Artículo 58. Escala general del Impuesto.

Con vigencia exclusiva para el ejercicio 2005, el artícu-
lo 64 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 3/2004, de 5 de marzo, quedará redactado como 
sigue:

«Artículo 64. Escala general del Impuesto. 
1. La base liquidable general será gravada a los 

tipos que se indican en la siguiente escala: 

Base liquidable
 –

Hasta euros

Cuota íntegra
–

Euros

Resto base 
liquidable

–
Hasta euros

Tipo aplicable
–

Porcentaje

0
4.080

14.076
26.316
45.900

0
369,65

1.953,02
4.239,45
9.078,66

 4.080
 9.996
12.240
19.584

En adelante

 9,06
15,84
18,68
24,71
29,16

 2. Se entenderá por tipo medio de gravamen 
estatal el derivado de multiplicar por 100 el cociente 
resultante de dividir la cuota obtenida por la aplica-
ción de la escala prevista en el apartado anterior por 
la base liquidable general. El tipo medio de grava-
men estatal se expresará con dos decimales.»

Artículo 59. Escala autonómica o complementaria del 
Impuesto.

Con vigencia exclusiva para el ejercicio 2005, el artícu-
lo 75 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 3/2004, de 5 de marzo, quedará redactado 
como sigue:

«Artículo 75. Escala autonómica o complementaria 
del Impuesto.
1. La base liquidable general será gravada a los 

tipos de la escala autonómica del Impuesto que, 
conforme a lo previsto en la Ley 21/2001, de 27 de 
diciembre, por la que se regulan las medidas fisca-
les y administrativas del nuevo sistema de financia-
ción de las Comunidades Autónomas de régimen 
común y Ciudades con Estatuto de Autonomía, 
hayan sido aprobadas por la comunidad autónoma. 

Si la comunidad autónoma no hubiese aprobado 
la escala a que se refiere el párrafo anterior será apli-
cable la siguiente escala complementaria: 

Base liquidable
–

Hasta euros

Cuota íntegra
–

Euros

Resto base 
liquidable

–
Hasta euros

Tipo aplicable
–

Porcentaje

0
4.080

14.076
26.316
45.900

0
242,35

1.058,02
2.198,79
4.605,66

 4.080
 9.996
12.240
19.584

En adelante

 5,94
 8,16
 9,32
12,29
15,84

cuota obtenida por la aplicación de la escala prevista 
en el apartado anterior por la base liquidable gene-
ral. 

El tipo medio de gravamen autonómico se 
expresará con dos decimales.»

SECCIÓN 2.ª IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES

Artículo 60. Coeficiente de corrección monetaria.

Uno. Con efectos para los períodos impositivos que 
se inicien durante el año 2005, los coeficientes previstos 
en el artículo 15.10.a) del texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, en función del momento 
de adquisición del elemento patrimonial transmitido, 
serán los siguientes: 

Coefi ciente

Con anterioridad a 1 de enero de 1984  . . . . . 2,0420
En el ejercicio 1984  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1,8541
En el ejercicio 1985  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1,7124
En el ejercicio 1986  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1,6120
En el ejercicio 1987  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1,5357
En el ejercicio 1988. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1,4672
En el ejercicio 1989 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1,4031
En el ejercicio 1990  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1,3481
En el ejercicio 1991. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1,3022
En el ejercicio 1992  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1,2732
En el ejercicio 1993  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1,2567
En el ejercicio 1994  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1,2339
En el ejercicio 1995  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1,1846
En el ejercicio 1996 . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1,1282
En el ejercicio 1997 .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1,1029
En el ejercicio 1998  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1,0887
En el ejercicio 1999 . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 1,0811
En el ejercicio 2000 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1,0757
En el ejercicio 2001 . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1,0536
En el ejercicio 2002 . . . . . . .. . . . . . . . . . . . . . . 1,0408
En el ejercicio 2003 . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 1,0232
En el ejercicio 2004 . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1,0134
En el ejercicio 2005 . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1,0000

 Dos. Los coeficientes se aplicarán de la siguiente 
manera:

a) Sobre el precio de adquisición o coste de produc-
ción, atendiendo al año de adquisición o producción del 
elemento patrimonial. El coeficiente aplicable a las mejo-
ras será el correspondiente al año en que se hubiesen 
realizado.

b) Sobre las amortizaciones contabilizadas, aten-
diendo al año en que se realizaron.

Tres. Tratándose de elementos patrimoniales actuali-
zados de acuerdo con lo previsto en el artículo 5 del Real 
Decreto-ley 7/1996, de 7 de junio, los coeficientes se apli-
carán sobre el precio de adquisición y sobre las amortiza-
ciones contabilizadas correspondientes al mismo, sin 
tomar en consideración el importe del incremento neto de 
valor resultante de las operaciones de actualización.

La diferencia entre las cantidades determinadas por la 
aplicación de lo establecido en el apartado anterior se 
minorará en el importe del valor anterior del elemento 
patrimonial y al resultado se aplicará, en cuanto proceda, 
el coeficiente a que se refiere la letra c) del apartado 10 del 
artículo 15 del texto refundido de la Ley del Impuesto 
sobre Sociedades.

El importe que resulte de las operaciones descritas en 
el párrafo anterior se minorará en el incremento neto de 
valor derivado de las operaciones de actualización previs-
tas en el Real Decreto-ley 7/1996, siendo la diferencia 

 2. Se entenderá por tipo medio de gravamen 
autonómico o complementario, el derivado de mul-
tiplicar por 100 el cociente resultante de dividir la 
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positiva así determinada el importe de la depreciación 
monetaria a que hace referencia el apartado 10 del artícu-
lo 15 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre 
Sociedades.

Para determinar el valor anterior del elemento patri-
monial actualizado se tomarán los valores que hayan sido 
considerados a los efectos de aplicar los coeficientes esta-
blecidos en el apartado Uno.

Artículo 61. Pago fraccionado del Impuesto sobre Socie-
dades.

Respecto de los períodos impositivos que se inicien 
durante el año 2005, el porcentaje a que se refiere el apar-
tado 4 del artículo 45 del texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, será el 18 por 100 para 
la modalidad de pago fraccionado prevista en el apartado 2 
del mismo. Las deducciones y bonificaciones a las que se 
refiere dicho apartado incluirán todas aquellas otras que 
le fueren de aplicación al sujeto pasivo.

Para la modalidad prevista en el apartado 3 del artículo 45 
del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Socieda-
des, el porcentaje será el resultado de multiplicar por 
cinco séptimos el tipo de gravamen redondeado por 
defecto.

Estarán obligados a aplicar la modalidad a que se 
refiere el párrafo anterior los sujetos pasivos cuyo volu-
men de operaciones, calculado conforme a lo dispuesto 
en el artículo 121 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, 
del Impuesto sobre el Valor Añadido, haya superado la 
cantidad de 6.010.121,04 euros durante los doce meses 
anteriores a la fecha en que se inicien los períodos impo-
sitivos dentro del año 2005.

No obstante, las entidades que, por exigencia de nor-
mas contables españolas de obligado cumplimiento, 
deban utilizar la formulación de sus cuentas anuales indi-
viduales del año 2005 criterios contables adaptados a las 
normas internacionales de información financiera apro-
badas por los Reglamentos de la Unión Europea, podrán 
aplicar, exclusivamente en el pago fraccionado corres-
pondiente al mes de abril de 2005, la modalidad prevista 
en el apartado 2 del artículo 45 del texto refundido de la 
Ley del Impuesto sobre Sociedades.

Artículo 62. 

Uno. Con efectos para los períodos impositivos que 
se inicien a partir de 1 de enero del año 2005 se da nueva 
redacción al artículo 108 del Texto Refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, que quedará redactado 
en los siguientes términos:

«Artículo 108. Ámbito de aplicación. Cifra de nego-
cios.
1. Los incentivos fiscales establecidos en este 

capítulo se aplicarán siempre que el importe neto de 
la cifra de negocios habida en el período impositivo 
inmediato anterior sea inferior a 8 millones de 
euros.

2. Cuando la entidad fuere de nueva creación, 
el importe de la cifra de negocios se referirá al pri-
mer período impositivo en que se desarrolle efecti-
vamente la actividad. Si el período impositivo inme-
diato anterior hubiere tenido una duración inferior al 
año, o la actividad se hubiere desarrollado durante 
un plazo también inferior, el importe neto de la cifra 
de negocios se elevará al año.

3. Cuando la entidad forme parte de un grupo 
de sociedades en el sentido del artículo 42 del 
Código de Comercio, el importe neto de la cifra de 
negocios se referirá al conjunto de entidades perte-

necientes a dicho grupo. Igualmente se aplicará este 
criterio cuando una persona física por sí sola o con-
juntamente con otras personas físicas unidas por 
vínculos de parentesco en línea directa o colateral, 
consanguínea o por afinidad, hasta el segundo 
grado inclusive, se encuentren con relación a otras 
entidades de las que sean socios en alguno de los 
casos a que se refiere el artículo 42 del Código de 
Comercio.

A los efectos de lo dispuesto en este apartado, 
se entenderá que los casos del artículo 42 del Código 
de Comercio son los recogidos en la sección 1.ª del 
capítulo I de las normas para la formulación de las 
cuentas anuales consolidadas, aprobadas por el 
Real Decreto 1815/1991, de 20 de diciembre.»

Dos. Con efectos para los períodos impositivos que 
se inicien a partir de 1 de enero del año 2005 se da nueva 
redacción al artículo 109 del Texto Refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, que quedará redactado 
en los siguientes términos:

«Artículo 109. Libertad de amortización.
1. Los elementos del inmovilizado material 

nuevos, puestos a disposición del sujeto pasivo en 
el período impositivo en el que se cumplan las con-
diciones del artículo anterior, podrán ser amortiza-
dos libremente siempre que, durante los veinticua-
tro meses siguientes a la fecha del inicio del período 
impositivo en que los bienes adquiridos entren en 
funcionamiento, la plantilla media total de la 
empresa se incremente respecto de la plantilla 
media de los 12 meses anteriores, y dicho incre-
mento se mantenga durante un período adicional de 
otros veinticuatro meses.

La cuantía de la inversión que podrá beneficiarse 
del régimen de libertad de amortización será la que 
resulte de multiplicar la cifra de 120.000 euros por el 
referido incremento calculado con dos decimales.

Para el cálculo de la plantilla media total de la 
empresa y de su incremento se tomarán las perso-
nas empleadas, en los términos que disponga la 
legislación laboral, teniendo en cuenta la jornada 
contratada en relación a la jornada completa.

La libertad de amortización será aplicable desde 
la entrada en funcionamiento de los elementos que 
puedan acogerse a ella.

2. El régimen previsto en el apartado anterior 
también será de aplicación a los elementos encarga-
dos en virtud de un contrato de ejecución de obra 
suscrito en el período impositivo, siempre que su 
puesta a disposición sea dentro de los 12 meses 
siguientes a su conclusión.

3. Lo previsto en los dos apartados anteriores 
será igualmente de aplicación a los elementos del 
inmovilizado material construidos por la propia 
empresa.

4. La libertad de amortización será incompati-
ble con los siguientes beneficios fiscales:

a) La bonificación por actividades exportado-
ras, respecto de los elementos en los que se invier-
tan los beneficios objeto de aquélla.

b) La reinversión de beneficios extraordinarios, 
la exención por reinversión y la deducción por rein-
versión de beneficios extraordinarios, respecto de 
los elementos en los que se reinvierta el importe de 
la transmisión.

5. En caso de transmisión de elementos que 
hayan gozado de libertad de amortización, única-
mente podrá acogerse a la exención por reinversión 
la renta obtenida por diferencia entre el valor de 
transmisión y su valor contable, una vez corregida 
en el importe de la depreciación monetaria.

6. En el supuesto de que se incumpliese la obliga-
ción de incrementar o mantener la plantilla se deberá 
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proceder a ingresar la cuota íntegra que hubiere corres-
pondido a la cantidad deducida en exceso más los intere-
ses de demora correspondientes. 

El ingreso de la cuota íntegra y de los intereses 
de demora se realizará conjuntamente con la autoli-
quidación correspondiente al período impositivo en 
el que se haya incumplido una u otra obligación.

7. Lo previsto en este artículo también será de 
aplicación a los elementos del inmovilizado material 
nuevos objeto de un contrato de arrendamiento 
financiero, a condición de que se ejercite la opción 
de compra.»

Tres. Con efectos para los períodos impositivos que 
se inicien a partir de 1 de enero del año 2005 se da nueva 
redacción al artículo 111 del Texto Refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, que quedará redactado 
en los siguientes términos:

«Artículo 111. Amortización del inmovilizado mate-
rial nuevo y del inmovilizado inmaterial.
1. Los elementos del inmovilizado material 

nuevos, así como los elementos del inmovilizado 
inmaterial, puestos a disposición del sujeto pasivo 
en el período impositivo en el que se cumplan las 
condiciones del artículo 108 de esta Ley, podrán 
amortizarse en función del coeficiente que resulte 
de multiplicar por 2 el coeficiente de amortización 
lineal máximo previsto en las tablas de amortización 
oficialmente aprobadas.

2. El régimen previsto en el apartado anterior 
también será de aplicación a los elementos encarga-
dos en virtud de un contrato de ejecución de obra 
suscrito en el período impositivo, siempre que su 
puesta a disposición sea dentro de los 12 meses 
siguientes a su conclusión.

3. Lo previsto en los dos apartados anteriores 
será igualmente de aplicación a los elementos del 
inmovilizado material o inmaterial construidos o 
producidos por la propia empresa.

4. El régimen de amortización previsto en este 
artículo será compatible con cualquier beneficio fis-
cal que pudiera proceder por razón de los elementos 
patrimoniales sujetos a la misma.

5. Los elementos del inmovilizado inmaterial a 
que se refieren los apartados 4 y 5 del artículo 11 de 
esta Ley, siempre que se cumplan los requisitos 
establecidos en ellos, adquiridos en el período 
impositivo en el que se cumplan las condiciones del 
artículo 108 de esta Ley, podrán amortizarse en un 
150 por 100 de la amortización que resulte de aplicar 
dichos apartados.

6. La deducción del exceso de la cantidad 
amortizable resultante de lo previsto en este artículo 
respecto de la depreciación efectivamente habida, 
no estará condicionada a su imputación contable a 
la cuenta de pérdidas y ganancias.»

SECCIÓN 3.ª IMPUESTOS LOCALES

Artículo 63. Impuesto sobre Bienes Inmuebles.

Uno. Con efectos de 1 de enero del año 2005, se 
actualizarán todos los valores catastrales de los bienes 
inmuebles mediante la aplicación del coeficiente 1,02. 
Este coeficiente se aplicará en los siguientes términos:

a) Cuando se trate de bienes inmuebles valorados 
conforme a los datos obrantes en el Catastro Inmobiliario, 
se aplicará sobre el valor asignado a dichos bienes para 2004.

b) Cuando se trate de valores catastrales notificados 
en el ejercicio 2004, obtenidos de la aplicación de Ponen-
cias de valores parciales aprobadas en el mencionado 
ejercicio, se aplicará sobre dichos valores.

c) Cuando se trate de bienes inmuebles que hubieran 
sufrido alteraciones de sus características conforme a los 
datos obrantes en el Catastro Inmobiliario, sin que dichas 

variaciones hubieran tenido efectividad, el mencionado coefi-
ciente se aplicará sobre el valor asignado a tales inmuebles, 
en virtud de las nuevas circunstancias, por la Dirección Gene-
ral del Catastro, con aplicación de los módulos que hubieran 
servido de base para la fijación de los valores catastrales del 
resto de los bienes inmuebles del municipio.

Dos. Quedan excluidos de la actualización regulada 
en este artículo los valores catastrales obtenidos de la apli-
cación de las Ponencias de valores totales aprobadas entre 
el 1 de enero de 1997 y el 30 de junio de 2002, así como los 
valores obtenidos de la aplicación de las Ponencias de 
valores parciales aprobadas desde la primera de las fechas 
indicadas en los municipios en que haya sido de aplicación 
el artículo segundo de la Ley 53/1997, de 27 de noviembre, 
por la que se modifica parcialmente la Ley 39/1988, de 28 
de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales, y se 
establece una reducción en la base imponible del Impuesto 
sobre Bienes Inmuebles.

Tres. El incremento de los valores catastrales de los 
bienes inmuebles rústicos previsto en este artículo no ten-
drá efectos respecto al límite de base imponible de las 
explotaciones agrarias que condiciona la inclusión en el 
Régimen Especial Agrario de la Seguridad Social de los 
Trabajadores por Cuenta Propia, que seguirá rigiéndose 
por su legislación específica.

CAPÍTULO II

Impuestos Indirectos

SECCIÓN 1.ª IMPUESTOS SOBRE TRANSMISIONES PATRIMONIALES 
Y ACTOS JURÍDICOS DOCUMENTADOS

Artículo 64. Actualización de las tarifas por transmisión y 
rehabilitación de Grandezas y Títulos nobiliarios.

Con efectos desde 1 de enero del año 2005, la escala a 
que hace referencia el párrafo primero del artículo 43 del 
Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisio-
nes Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, apro-
bado por el Real Decreto Legislati vo 1/1993, de 24 de sep-
tiembre, será la siguiente: 

Escala

Transmisio-
nes directas

–
Euros

Transmisio-
nes trans-
versales

–
Euros

Rehabilitaciones 
y reconocimien-

tos de títulos 
extranjeros

–
Euros

1.º Por cada título 
con grandeza  . . . . 2.349 5.888 14.118

2.º Por cada gran-
deza sin título  . . . . 1.679 4.210 10.078

3.º Por cada título sin 
grandeza  . . . . . . . . 670 1.679  4.040

 SECCIÓN 2.ª  IMPUESTOS ESPECIALES

Artículo 65. Actualización de los tipos impositivos espe-
cíficos de los Impuestos sobre el Alcohol y las bebidas 
alcohólicas y del Impuesto sobre las Labores del 
Tabaco.

Con efectos a partir del día 1 de enero de 2005, se 
modifican los preceptos de la Ley 38/1992, de 28 de 
diciembre, de Impuestos Especiales, del modo en que a 
continuación se indica:

Uno. Los apartados 5 y 6 del artículo 23 de la Ley 38/1992, 
de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, quedan 
redactados como sigue: 

«5. El Impuesto sobre Productos Intermedios 
será exigible en Canarias a los siguientes tipos 
impositivos:
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a) Productos intermedios con un grado alcohó-
lico volumétrico adquirido no superior al 15 por 100 
vol.: 23,72 euros por hectolitro.

b)  Los demás productos intermedios: 39,52 
euros por hectolitro.

6. El Impuesto sobre el Alcohol y Bebidas Deri-
vadas se exigirá en Canarias al tipo de 590,60 euros 
por hectolitro de alcohol puro, sin perjuicio de lo 
dispuesto en los artículos 40 y 41 de esta Ley.»

Dos. El artículo 26 de la Ley 38/1992, de 28 de diciem-
bre, de Impuestos Especiales, queda redactado como 
sigue:

«Artículo 26. Tipos impositivos.
1. El impuesto se exigirá, con respecto a los 

productos comprendidos dentro de su ámbito obje-
tivo, conforme a los siguientes epígrafes:

Epígrafe 1 a). Productos con un grado alcohó-
lico volumétrico adquirido no superior a 1,2 por 100 
vol.: 0 euros por hectolitro.

Epígrafe 1 b). Productos con un grado alcohó-
lico adquirido superior a 1,2 por 100 vol. y no supe-
rior a 2,8 por 100 vol.: 2,50 euros por hectolitro.

Epígrafe 2. Productos con un grado alcohólico 
volumétrico adquirido superior a 2,8 por 100 vol. y 
con un grado Plato inferior a 11: 6,80 euros por hec-
tolitro.

Epígrafe 3. Productos con un grado Plato no 
inferior a 11 y no superior a 15: 9,05 euros por hecto-
litro.

Epígrafe 4. Productos con un grado Plato supe-
rior a 15 y no superior a 19: 12,33 euros por hectolitro.

Epígrafe 5. Productos con un grado Plato supe-
rior a 19: 0,83 euros por hectolitro y por grado 
Plato.»

Tres. El artículo 34 de la Ley 38/1992, de 28 de diciem-
bre, de Impuestos Especiales, queda redactado como 
sigue:

«Artículo 34. Tipo impositivo. 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 23, el 

Impuesto se exigirá a los siguientes tipos impositi-
vos:

1. Productos intermedios con un grado alcohó-
lico volumétrico adquirido no superior al 15 por 100 
vol.: 30,29 euros por hectolitro.

2. Los demás productos intermedios: 50,48 
euros por hectolitro.»

Cuatro. El artículo 39 de la Ley 38/1992, de 28 de 
diciembre, de Impuestos Especiales, queda redactado 
como sigue:

«Artículo 39. Tipo impositivo.
El impuesto se exigirá al tipo de 754,77 euros por 

hectolitro de alcohol puro, sin perjuicio de lo dis-
puesto en los artículos 23, 40 y 41.»

Cinco. El número 5.º de los párrafos a) y b) del apar-
tado 2 y el apartado 4 del artículo 40 quedan redactados 
como sigue: 

«5.º Tipo de gravamen. El impuesto se exigirá 
al tipo de 660,49 euros por hectolitro de alcohol 
puro. Cuando el impuesto sea exigible en Canarias, 
el tipo será de 514,24 euros por hectolitro de alcohol 
puro. Lo dispuesto en este número se entiende sin 
perjuicio de lo establecido en el artículo 41.»

«4. Introducción de bebidas derivadas fabrica-
das en otros Estados miembros por pequeños desti-
ladores.

El tipo aplicable en relación con las bebidas deri-
vadas fabricadas por productores independientes 
situados en otros Estados miembros que obtienen 
una producción anual que no exceda de 10 hectoli-
tros de alcohol puro, será de 660,49 euros por hecto-
litro de alcohol puro. Cuando el impuesto sea exigi-
ble en Canarias el tipo será de 514,24 euros por 
hectolitro de alcohol puro.»

Seis. El artículo 41 de la Ley 38/1992, de 28 de 
diciembre, de Impuestos Especiales, queda redactado 
como sigue:

«Artículo 41. Régimen de cosechero.
Cuando las bebidas derivadas obtenidas en régi-

men de destilación artesanal se destinen directa-
mente desde fábrica al consumo de los cosecheros, 
en la forma y con las condiciones que se establezcan 
reglamentariamente, el tipo impositivo aplicable 
será de 178,16 euros por hectolitro de alcohol puro. 
Cuando el impuesto sea exigible en Canarias, el tipo 
aplicable será de 138,05 euros por hectolitro de alco-
hol puro. La aplicación de estos tipos se limitará a la 
cantidad de bebida equivalente a 16 litros de alcohol 
puro por cosechero y año.»

Siete. El Epígrafe 2 del artículo 60 de la Ley 38/1992, 
de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, queda 
redactado como sigue:

«Epígrafe 2. Cigarrillos. Estarán gravados simul-
táneamente a los siguientes tipos impositivos:

a) Tipo proporcional: 54 por 100.
b) Tipo específico: 3,99 euros por cada 1.000 

ciga rrillos.»

CAPÍTULO III

Otros Tributos

Artículo 66. Tasas. 

Uno. Se elevan a partir del 1 de enero de 2005 los 
tipos de cuantía fija de las tasas de la Hacienda estatal 
hasta la cuantía que resulte de la aplicación del coefi-
ciente 1,02 al importe exigible durante el año 2004, 
teniendo en cuenta lo dispuesto por el artículo 62.Uno de 
la Ley 61/2003, de 30 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2004.

Se exceptúan de lo previsto en el párrafo anterior las 
tasas que hubiesen sido creadas u objeto de actualización 
específica por normas dictadas en el año 2004.

Las tasas exigibles por la Jefatura Central de Tráfico y 
por la Dirección General del Catastro se ajustarán, una vez 
aplicado el coeficiente anteriormente indicado, al múlti-
plo de 20 céntimos de euro más cercano. 

Cuando el importe a ajustar sea múltiplo de 10 cénti-
mos de euro se elevará al múltiplo de 20 céntimos inme-
diato superior a aquél. Las tasas exigibles por la Dirección 
General de Transportes por Carretera previstas en el artícu-
lo 27 de la Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de Medidas 
Fiscales, Administrativas y del Orden Social, se ajustarán, 
una vez aplicado el coeficiente anteriormente indicado, a 
dos decimales por defecto si el tercer decimal resultare 
inferior a cinco y por exceso, en caso contrario. 

Dos. Se consideran tipos de cuantía fija aquellos que 
no se determinen por un porcentaje de la base o cuya 
base no se valore en unidades monetarias.

Tres. Se mantienen para el año 2005 los tipos y 
cuantías fijas establecidos en el apartado 4 del artículo 3 
del Real Decreto-ley 16/1977, de 25 de febrero, por el que 
se regulan los aspectos penales, administrativos y fisca-
les de los juegos de suerte, envite o azar, en el importe 
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